CC. SECRETARIOS DE LA LVI LEGISLATURA

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E S


Pericles Olivares Flores, Diputado integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Honorable Congreso del Estado, y

C O N S I D E R A N D O

En las bases fundamentales del Estado de Derecho, es donde se reflejan de manera inmediata y práctica los principios del derecho, donde campean las garantías del ciudadano, porque es ahí donde se plasman los bienes jurídicos más importantes del hombre como son la vida, la libertad, la integridad personal y la seguridad. 

Que lo fines del proceso penal son: alcanzar la justicia, el bienestar social y la seguridad jurídica, para obtener la paz social; por ello la solución a los graves y complejos problemas que enfrenta la justicia mexicana requiere de la participación constante y decidida de la sociedad en su conjunto.
La finalidad del proceso penal es obtener, mediante la sentencia del órgano jurisdiccional, la declaración de certeza respecto a la existencia del acto delictivo que sirve de fundamento a la pretensión punitiva del Estado, y la aplicación de sus consecuencias jurídicas.

En este sentido, la acción penal tiene por objeto provocar la función jurisdiccional, para que en la sentencia se realice en forma concreta el poder punitivo, imponiéndole al inculpado las sanciones que en su caso merezca, las medidas de seguridad apropiadas y la condena a la reparación del daño según proceda.

Motivos por los cuales la presente iniciativa pretende adecuar la legislación procedimental en materia de defensa social para que el ministerio público quien constitucionalmente es el facultado del ejercicio de la acción persecutoria en caso de que no se tenga la certeza del lugar donde se cometió el hecho tipificado como delito y por razones de seguridad, la competencia sea de cualquier Juez en la materia; lo anterior en virtud de dar siempre seguimiento y no obstaculizar el desarrollo de la justicia penal en nuestro Estado.

Por otro lado, los datos generales de todas las partes dentro de un proceso diferentes a las autoridades públicas, resultan indispensable no solo para la identificación de los mismos, sino para tener conocimiento de su lugar de residencia o domicilio para que, si la autoridad lo estima necesario, pueda estar en la posibilidad de citarlos para los efectos legales que durante el proceso pudiesen presentarse. 
Es por esto que se considera, que no basta con sólo presentar una identificación oficial para la comprobación del domicilio y menos aún con el dicho de la persona, por lo que resulta necesario que además presenten un comprobante domiciliario, lo anterior para que la autoridad competente tenga la seguridad y certeza de que la persona podrá ser localizada en caso de que se necesite. Lo anterior encuentra mayor sustento en el sentido de que muchas de las personas no actualizan sus documentos de identificación oficial.
Así mismo en caso de que el cambio de domicilio ocurra después de rendidos los datos generales, las partes en el proceso están obligadas a dar aviso a las autoridades correspondientes de dicho cambio, con el apercibimiento que de no hacerlo podrían hacerse acreedores a una de las medidas de apremio que el Código de la materia señala.

En este tenor de ideas, resulta necesario establecer las medidas de apremio con que las autoridades jurisdiccionales cuentan para los casos en que se cite ya sea a las partes u a los testigos y estos no se presenten.

De la misma forma y de manera complementaria de lo anterior, las declaraciones de testigos que se realicen y si estos una vez citados a alguna de las diligencias de ley no se presentan, solo serán tomadas como prueba presuncional.


Por otra parte, en la práctica judicial se ha advertido que homicidios que son en extremo violentos como los producidos en riña o los tumultuarios, no son considerados como graves para los efectos del procedimiento penal, lo que provoca que los sujetos activos obtengan el beneficio de la libertad provisional bajo caución, poniendo en riesgo a la sociedad dada la alta peligrosidad de quienes cometen este tipo de ilícitos; de ahí que el objetivo de la presente iniciativa sea que los tipos de homicidio antes mencionados, sean calificados como graves por la ley adjetiva penal, con las respectivas consecuencias legales del caso.
Por último y con la finalidad de ajustar la normatividad tanto a la terminología adecuada, así como a la remisión a otros dispositivos legales es que se propone la reforma al artículo 393 del Código de Procedimientos en Materia de Defensa Social, a fin de que este sea congruente con los ordenamientos con los que esta relacionados.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 63 fracción II de la Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de Puebla; 69 fracción II, 70 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo y 93 del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, someto a consideración de Vuestra Soberanía, la siguiente iniciativa de:

DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSOS ARTÍCULOS 
AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS EN MATERIA DE DEFENSA 

SOCIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA
ARTÍCULO ÚNICO.- Se Reforman las fracciones I y II del artículo 21; la fracción III del artículo 178; el artículo 393 y se Adicionan la fracción IV al artículo 9; el segundo párrafo a la fracción II del artículo 21; el artículo 31 Bis; el 154 Bis; la fracción IV del artículo 178, todos del Código de Procedimientos en Materia de Defensa Social para el Estado Libre y Soberano de Puebla, para quedar en los siguientes términos:
Artículo 9.- ...
I.- …

a.- …

b.- …

c.- …

d.- …

II.- …

III.- …

IV.- No habrá necesidad de observar las reglas a que se refiere este artículo cuando se trate de razones de seguridad en las prisiones, por las circunstancias y características del hecho imputado, las circunstancias personales del reo o todas aquellas que impidan o puedan impedir la procuración y administración de Justicia. En estos casos, el Ministerio Público podrá ejercitar la acción penal ante el Juez que estime procedente.
Artículo 21.- …

I.- Desde la primera diligencia en que comparezcan, manifestarán su domicilio, llevando consigo además de su identificación oficial, un comprobante domiciliario de cualquier naturaleza que acredite plenamente su lugar de residencia.

Quedará a criterio del Ministerio Público o autoridad judicial, verificar cuando exista duda, la autenticidad del comprobante domiciliario exhibido y los datos en el contenidos.

II.- Deberán dar aviso al Juez o Tribunal de los cambios de domicilio y si no lo hicieren se les impondrá de plano una multa por el importe de hasta treinta días de salario mínimo.

El ministerio Público o la autoridad judicial, harán saber esta obligación en la diligencia correspondiente al agraviado, denunciante o querellante y testigos.

III a VI.- …

Artículo 31 bis.- El Ministerio Público en la Averiguación Previa, los Jueces y Magistrados podrán emplear, para hacer cumplir sus determinaciones, los siguientes medios de apremio:

I.- Multa por el equivalente de uno a treinta días de salario mínimo, vigente en el momento y lugar en que se realizó la conducta que motivó el medio de apremio.

II.- Auxilio de la fuerza pública.

Si a pesar de haberse aplicado las medidas de apremio antes indicadas, no se obtiene el cumplimiento de la determinación judicial de que se trate, se procederá en contra del rebelde por el delito de desobediencia al mandato de autoridad.

Artículo 69.- 

A a J.- …

K.- Homicidio previsto por el artículo 312, en relación a los supuestos contenidos en los artículos 316, 317, 318 vinculado al 320, 323, 331, 334 y 336.

L a S.-…

Artículo 154 bis.- Cuando el testigo o testigos que presentó el denunciante y este mismo, no puedan ser localizados para comparecer a alguna diligencia se hará constar esta circunstancia en autos; requiriéndose al Ministerio Público la presencia del testigo, testigos o denunciante independientemente de hacerlo a través de los medios de apremio establecidos en el artículo 31 Bis del presente ordenamiento.

Artículo 178.- …

I.- …

II.- …

III.- Las declaraciones de los testigos que no comparezcan a las audiencias señaladas por el Ministerio Público o la autoridad judicial, a pesar de ya haberse recurrido a los medios de apremio que este Código otorga especialmente para hacerlos comparecer; y 

IV.- La fama pública.

Artículo 393 .- El aseguramiento de bienes para garantizar el pago de la responsabilidad civil proveniente de delito y el procedimiento del juicio sobre esta responsabilidad, ante el Juez de lo Penal, se rigen por lo dispuesto en los artículos 625 a 633 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.

T R A N S I T O R I O S 


PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.


SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente ordenamiento.
A T E N T A M E N T E

HEROICA PUEBLA DE ZARAGOZA, 24 DE ENERO DE 2007

DIP. PERICLES OLIVARES FLORES

